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I 
 
La estabilidad presupuestaria y las reformas estructurales son los dos grandes 
pilares de la política económica del Gobierno. Una política que, como se viene 
recordando en las normas más recientes adoptadas por el Consejo de 
Ministros, tiene un objetivo ineludible: impulsar el crecimiento y la creación de 
empleo de la economía española para garantizar el bienestar de los 
ciudadanos, crear oportunidades a los emprendedores y ofrecer una 
perspectiva de futuro más próspera, justa y solidaria. 
 
Desde el inicio de la legislatura, la política del Gobierno en materia de empleo, 
Seguridad Social y migraciones está respondiendo a objetivos identificados con 
claridad: 
 
En primer lugar, llevar a cabo una profunda modernización de la legislación 
laboral al servicio de la creación de empleo y que apueste por una mayor 
estabilidad y una mayor flexibilidad interna en las empresas. Una reforma 
estructural de nuestro marco laboral que se ha materializado mediante el Real 
Decreto-Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes de reforma del 
mercado laboral. 
 
En segundo lugar, la necesaria sostenibilidad del sistema de Seguridad Social 
y el aseguramiento y el mantenimiento de las prestaciones por desempleo, 
como pilares fundamentales de nuestro Estado de Bienestar. 
 
En tercer lugar, la opción decidida por una inmigración legal, ordenada, 
responsable y vinculada al empleo. 
 
En cuarto lugar, la consecución de una mayor eficacia y eficiencia en la gestión 
pública y hacer más y mejores políticas laborales y de empleo, sociales y 
migratorias con unos presupuestos necesariamente más austeros.  
 
Teniendo presentes estos objetivos, esta Ley incluye un amplio conjunto de 
medidas de lucha contra el empleo irregular y el fraude en la Seguridad Social.  
 

II 
 
La aprobación por el Consejo de Ministros del 27 de abril de un Plan de lucha 
contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social para el periodo 
2012-2013 debe entenderse como el complemento natural y necesario de los 
citados objetivos y de la Ley de medidas de prevención y lucha contra el fraude 
fiscal.  
 
El mantenimiento de las políticas sociales propias del Estado de Bienestar, que 
constituye otro de los grandes objetivos del Gobierno, exige mejorar la eficacia 
y la eficiencia en la gestión de los ingresos y los gastos públicos y, por 
extensión, que todos aquellos que tienen derechos que les reconoce el 
ordenamiento jurídico cumplan leal y rigurosamente sus obligaciones, también 
en el ámbito sociolaboral.  
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En un contexto de obligada estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad 
financiera de las Administraciones Públicas, resulta evidente que deben 
intensificarse las actuaciones tendentes a afrontar determinadas conductas, 
profundamente injustas e insolidarias, que generan la reducción de los ingresos 
en los recursos económicos del sistema de la Seguridad Social, el deterioro de 
los derechos de los trabajadores y una indeseable competencia desleal con 
respecto a las empresas, los emprendedores y los trabajadores autónomos 
cumplidores de sus obligaciones legales. Las situaciones de economía y de 
empleo irregulares son siempre reprobables y deben ser objeto de una 
permanente persecución por parte de los poderes públicos, que deben reforzar 
los instrumentos de control en una coyuntura como la actual. Esas conductas y 
esas situaciones atentan contra el principio de solidaridad entre todos los 
españoles y deben ser combatidas con todos los instrumentos disponibles, de 
manera que el Estado de Derecho se ponga al servicio y suponga la más firme 
garantía de nuestro Estado social. 
 
Como ha resaltado la Comisión Europea, el empleo sumergido es un “supuesto 
extremo de segmentación del mercado de trabajo”, pues aboca a los 
trabajadores a una espiral continua de pérdida de sus derechos – al impedir su 
promoción personal y profesional, entre ellos el derecho a la formación y a la 
recualificación – y, por otra parte, genera un daño importante para los sistemas 
de Seguridad Social, tanto por cuotas no ingresadas, como por el pago 
indebido de prestaciones.  
 
Son estas las razones que explican la aprobación de un Plan de lucha contra el 
empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social para  el periodo 2012-2013. 
Dicho plan contempla, por un lado, medidas organizativas desde el punto de 
vista administrativo, y, por otro, la adopción de medias normativas, como la 
aprobación de esta Ley y la correspondiente Ley Orgánica por la que se 
modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que 
introducen las reformas necesarias del marco legal vigente. El Plan tiene los 
siguientes objetivos: 
 
1º. Impulsar el afloramiento de la economía sumergida, con un efecto 
regularizador de las condiciones de trabajo y de generación de recursos 
económicos al Sistema de la Seguridad Social por el pago de cotizaciones 
sociales. 
 
2º. Corregir la obtención y el disfrute en fraude de ley de las prestaciones por 
desempleo, particularmente en aquellos supuestos en que se constituyen 
empresas ficticias para poder acceder a aquéllas o donde se compatibiliza de 
manera irregular su percepción con el trabajo por cuenta ajena o por cuenta 
propia. 
 
3º. Aflorar posibles situaciones fraudulentas, principalmente en casos de falta 
de alta en la Seguridad Social de trabajadores que efectivamente prestan 
servicios en las empresas, en el acceso y la percepción de otras prestaciones 
del sistema de la Seguridad Social. 
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4º. Combatir los supuestos de aplicación indebida de bonificaciones o 
reducciones de cotizaciones empresariales a la Seguridad Social. 
 
Para contribuir a la consecución de tales objetivos, la presente Ley introduce 
determinadas y concretas modificaciones en las normas legales vigentes en 
materia de lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social. 
Un marco normativo que ha quedado obsoleto en determinados aspectos y que 
necesita desde hace tiempo definir en términos más adecuados a la realidad 
actual la exigencia de responsabilidades penales, administrativas y laborales, el 
régimen de infracciones y sanciones en el orden social y las actuaciones y los 
procedimientos desarrollados por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Sin perjuicio de que deba existir una actuación decidida de todas las 
Administraciones Públicas y del conjunto de la sociedad para corregir estas 
conductas y situaciones irregulares y fraudulentas, las actuaciones de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, particularmente en su vertiente de 
inspección en materia de Seguridad Social y de la economía irregular, 
constituyen un instrumento fundamental para la consecución de los objetivos 
señalados anteriormente.  
 
En línea con las más recientes recomendaciones de la Unión Europea, de 
conformidad con los convenios internacionales de la Organización Internacional 
del Trabajo y con el actual marco legal derivado de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y por 
su profundo conocimiento de la realidad de nuestro tejido empresarial y de 
nuestro mercado de trabajo, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social debe 
prestar hoy con más intensidad el servicio público que le corresponde en el 
ejercicio de la vigilancia del cumplimiento de las normas de orden social y en la 
exigencia de las responsabilidades pertinentes. 
 
Un Estado de Derecho y Social avanzado como es España supone solidaridad 
y firmeza a la vez. Solidaridad ante determinadas contingencias como el 
desempleo o la jubilación y con aquellas personas que atraviesan situaciones 
de necesidad social. Firmeza con quienes no cumplen las obligaciones 
definidas legalmente y que afectan tan negativamente la convivencia social. 
Solidaridad y firmeza constituyen la mejor forma de preservar plenamente los 
derechos laborales y sociales reconocidos en nuestra Constitución y en las 
leyes y que constituyen la esencia de nuestro Estado del Bienestar. Derechos 
laborales y sociales cuya preservación constituye el objeto principal de esta 
Ley. 
 

III 
 
La Ley se estructura en cuatro capítulos, donde se incluye la modificación de 
diferentes normas vigentes para posibilitar la detección de los supuestos de 
empleo irregular y fraude a la Seguridad Social, así como la sanción y 
corrección de los mismos. 
 
El capítulo I incluye la modificación del artículo 42 del Texto Refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
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1/1995, de 24 de marzo con la finalidad de posibilitar la exigencia de 
responsabilidades solidarias en los supuestos de subcontratación empresarial, 
mediante la ampliación del periodo de dicha exigencia que pasa de uno a tres 
años, dado que la actual regulación dificulta mucho su efectividad. 
 
En el capítulo II se incluye una modificación del apartado 4 del artículo 31 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. Tras la reforma introducida en la 
redacción del artículo 40.1.d) del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social a través de la Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2009, con efectos de 1 de enero de 
2009 y vigencia indefinida, la cuantía de las sanciones pecuniarias por las 
infracciones señaladas en los artículos 22.3 y 23.1.b) del mismo texto legal 
suponen un porcentaje del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás 
conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, 
intereses y costas. Desde su entrada en vigor, se han detectado situaciones en 
las que, practicadas actas de liquidación de escasa cuantía que han sido 
atendidas por el sujeto responsable, su abono ha supuesto una rebaja 
importante en la cuantía de la sanción. En aplicación del principio de 
proporcionalidad consagrado en el artículo 131.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, en virtud del cual el establecimiento de 
sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones 
tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de 
las normas infringidas, se procede a reformar el citado artículo 31.4 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
 
Dicho objetivo se desarrolla en paralelo con las modificaciones de la Ley 
42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, que se incluyen en el capítulo III, dirigidas a facilitar las 
actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en cuanto al 
acceso a instrumentos y bases de datos de tanta utilidad como el Índice 
unificado del Notariado y a aumentar el plazo de duración de las actuaciones 
comprobatorias previas al procedimiento sancionador. Todo ello se realiza con 
la finalidad de que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin merma de 
los derechos de los ciudadanos, pueda llevar a cabo mejor sus cometidos 
obteniendo resultados de mayor calidad y eficacia. 
 
El capítulo IV incluye las modificaciones en el Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. Dicha Ley requiere, igualmente, de ciertos 
ajustes que permitan adecuar determinados tipos infractores en materia de 
Seguridad Social que inciden en el control del fraude a la Seguridad Social a 
las modificaciones normativas operadas, así como perfeccionar los 
mecanismos de sanciones accesorias. 

 
En este sentido, se modifica el apartado 4 del artículo 21 de dicho texto legal, 
tipificando de forma explícita la comunicación fuera de plazo por el empresario 
a las entidades correspondientes de los datos, certificados y declaraciones que 
estén obligados a proporcionar. 
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Además, se da nueva redacción al apartado 5 del artículo 21 de la citada Ley, 
incluyendo como infracción grave la no comunicación de cualquier cambio en 
los documentos de asociación o de adhesión para la cobertura de 
contingencias comunes y no sólo profesionales.  
 
Junto a ello, se sustituye en el apartado 3 del artículo 22 de la mencionada 
norma, el concepto de “situación extraordinaria de la empresa” por una relación 
de los supuestos que se consideran incluidos en dichos términos, en aras del 
principio de seguridad jurídica, estableciéndose que la falta de ingreso de 
cuotas debe obedecer o producirse como consecuencia de declaración 
concursal, supuestos de fuerza mayor o solicitudes de aplazamiento 
presentadas con carácter previo al inicio de la actuación de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social.  
 
Igualmente, se suprime el apartado 9 del artículo 22 de dicho texto legal, que 
tipificaba el incumplimiento de la obligación del pago delegado de las 
prestaciones, por entender que éste no es sino una modalidad de colaboración 
obligatoria, infracción ya prevista en el artículo 22.4 de la Ley. 

 
Por otra parte, se procede a la modificación de los artículos 22.10 y 23.1.f) del 
Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social para 
incluir como supuestos objeto de sanción, los incumplimientos relacionados con 
las empresas beneficiarias de reducciones en las cotizaciones profesionales 
que se distingan por su contribución a la reducción de la siniestralidad laboral y 
la realización de actuaciones efectivas en prevención de riesgos laborales, tal y 
como se dispone en el Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que se 
regula el establecimiento de un sistema de reducción de las cotizaciones por 
contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido 
especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral. 
 
Asimismo, se introducen modificaciones en el apartado 2 del artículo 23 del 
texto legal para adecuar su redacción a lo previsto en su artículo 23.1.a), que 
incluye a los solicitantes de prestaciones al tipificar como infracción el dar 
ocupación a los mismos sin solicitar el alta en Seguridad Social.    
 
Se modifica el primer párrafo del artículo 22 y se introduce un nuevo apartado 
en los artículos 23 y 26 del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, especificándose que, en el caso de que las 
infracciones tipificadas en los mismos puedan ser constitutivos de ilícito penal, 
se proceda en la forma prevista para las conductas constitutivas de delito en el 
artículo 3 de dicho texto legal.   
 
En los supuestos de fraude por falta de cotización a la Seguridad Social, se 
modifica el apartado 2 del artículo 39, añadiendo un nuevo párrafo dirigido a 
establecer criterios objetivos de graduación de las sanciones en función de la 
cuantía no ingresada, sancionando con mayor rigor cuando las cantidades  
sean más altas. 
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Se modifica el punto e) del apartado 1 del artículo 40, con el objetivo de actuar 
con mayor dureza en aquellas situaciones de economía irregular y fraude que 
afecten a un grupo de trabajadores, incrementándose las cuantías de las 
sanciones de manera proporcional al número de afectados respecto de los 
cuales se haya cometido la infracción, bien por falta de afiliación o alta en la 
Seguridad Social, bien por tratarse de solicitantes o beneficiarios de 
prestaciones incompatibles con el trabajo por cuenta ajena. 
 
Además, se modifica el apartado 3 del artículo 40 del Texto Refundido de la 
Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, con la misma finalidad que 
inspira la nueva redacción del artículo 31.4 del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad, esto es, garantizar la aplicación del principio de 
proporcionalidad de las sanciones. 

 
Asimismo, se introducen modificaciones en los artículos 46 y 46 bis del Texto 
Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social con el fin 
de sustituir su redacción imperativa y de aplicación automática por otra que sea 
potestativa y gradual, de manera que permita a la Administración con 
competencia resolutoria decidir, dentro de una escala, la sanción más 
adecuada obligando de este modo a motivar la cuantía de la sanción accesoria. 
 
Finalmente, se modifica el apartado 1 del artículo 48 de dicho texto legal  
relativo a la atribución de competencias para la resolución de dichos 
procedimientos sancionadores, para adaptarlo a las variaciones introducidas 
por la Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2009, que modificó el sistema de determinación del importe de  las 
sanciones en materia de Seguridad Social, de tal forma que se subsane el 
vacío legal existente respecto de la autoridad competente para imponer 
sanciones de cuantía superior a 187.515 euros.   
 
Dentro de las disposiciones de la parte final de la Ley debe destacarse la 
modificación de diversas normas reglamentarias relacionadas directa o 
indirectamente con la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. Se pretende con ello favorecer la inmediata aplicación y efectividad de 
las medidas incluidas en esta Ley para combatir más eficazmente y con 
prontitud el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social. 
 
Debe recordarse, como norma complementaria de esta Ley, la aprobación de 
una Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, para reforzar la lucha frente a los delitos contra la 
Seguridad Social y contra los derechos de los trabajadores. 
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CAPÍTULO I 
 

Modificación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo 
 
Artículo 1. Subcontratación de obras y servicios. 
 
 Se modifica el apartado 2 del artículo 42 del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 
24 de marzo, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“2. El empresario principal, salvo el transcurso del plazo antes señalado 
respecto a la Seguridad Social, y durante los tres años siguientes a la 
terminación de su encargo, responderá solidariamente de las obligaciones 
referidas a la Seguridad Social contraídas por los contratistas y subcontratistas 
durante el período de vigencia de la contrata.  

 
De las obligaciones salariales contraídas por los contratistas y 

subcontratistas con sus trabajadores responderá solidariamente durante el año 
siguiente a la finalización del encargo. 

 
No habrá responsabilidad por los actos del contratista cuando la 

actividad contratada se refiera exclusivamente a la construcción o reparación 
que pueda contratar un cabeza de familia respecto de su vivienda, así como 
cuando el propietario de la obra o industria no contrate su realización por razón 
de una actividad empresarial.” 

 
 

CAPÍTULO II 
 

Modificaciones del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

 
Artículo 2. Cuantía de las sanciones. 
 
Se modifica el apartado 4 del artículo 31 del Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“4. Las actas de liquidación y las de infracción que se refieran a los 
mismos hechos se practicarán simultáneamente por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. La competencia y procedimiento para su resolución son los 
señalados en el apartado 2 de este artículo. 
 

Las sanciones por infracciones propuestas en dichas actas de infracción 
se reducirán automáticamente al 50 por 100 de su cuantía, si el infractor diese 
su conformidad a la liquidación practicada ingresando su importe en el plazo 
señalado en el apartado 3. Esta reducción automática sólo podrá aplicarse en 



 8

el supuesto de que la cuantía de la liquidación supere la de la sanción 
propuesta inicialmente.” 

 
CAPÍTULO III 

 
 Modificaciones de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 

Artículo 3. Auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. 
 
Se modifica el artículo 9 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que queda redactado de la 
siguiente forma: 

 
 “Artículo 9. Auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social. 
 
1.  Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de 

los órganos del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las entidades 
locales; los organismos autónomos y las entidades públicas empresariales; las 
cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las 
mutualidades de previsión social; las demás entidades públicas, y quienes, en 
general, ejerzan funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social cuantos datos, informes y 
antecedentes con trascendencia en el ámbito de sus competencias, así como a 
prestarle la colaboración que le sea solicitada para el ejercicio de la función 
inspectora. 

 
2. El Consejo General del Notariado suministrará a la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social la información contenida en el Índice único 
informatizado regulado en el artículo 17 de la Ley del Notariado que tenga 
transcendencia en el ejercicio la función inspectora. 

 
3. La Administración tributaria cederá sus datos y antecedentes a la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los términos establecidos en el 
apartado c) del número 1 del artículo 95 de la Ley General Tributaria. 
Asimismo, las entidades gestoras y colaboradoras y los servicios comunes de 
la Seguridad Social prestarán su colaboración a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, facilitándole, cuando le sean solicitadas, las informaciones, 
antecedentes y datos con relevancia en el ejercicio de la función inspectora, 
incluso los de carácter personal objeto de tratamiento automatizado sin 
necesidad de consentimiento del afectado. Las Inspecciones Tributaria y de 
Trabajo y Seguridad Social establecerán programas de mutua correspondencia 
y de coordinación para el cumplimiento de sus fines. 

 
4. Las obligaciones de auxilio y colaboración establecidas en los 

números anteriores sólo tendrán las limitaciones legalmente establecidas 
referentes a la intimidad de la persona, al secreto de la correspondencia, o de 
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las informaciones suministradas a las Administraciones públicas con finalidad 
exclusivamente estadística. 

 
5. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes estarán obligadas 

a prestar su auxilio y colaboración a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en el desempeño de sus funciones, a través de los mandos designados 
a tal efecto por la autoridad correspondiente. 

 
6. Los Juzgados y Tribunales facilitarán a la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, de oficio o a petición de la misma, los datos de trascendencia 
para la función inspectora que se desprendan de las actuaciones en que 
conozcan y que no resulten afectados por el secreto sumarial.” 
 
Artículo 4. Actividades de comprobación. 
 
Se modifica el apartado 2 del artículo 14 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que 
queda redactado de la siguiente forma: 
 

“2. Cuando iniciada visita de inspección no fuese posible su prosecución 
y finalización por no aportar el sujeto a inspección los antecedentes o 
documentos solicitados, la actuación proseguirá en virtud de requerimiento 
para su aportación en la forma indicada en el apartado anterior. Las 
actuaciones comprobatorias no se dilatarán por espacio de más de nueve 
meses, salvo que la dilación sea imputable al sujeto a inspección o a las 
personas dependientes del mismo, o sea debida a dificultades en la 
cooperación administrativa internacional. No obstante, podrá ampliarse, con el 
alcance y requisitos que se determinen reglamentariamente, por otro periodo 
que no excederá de nueve meses, cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 

 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y 

complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al volumen de 
operaciones de la persona o de la entidad, por la dispersión geográfica de sus 
actividades, y en aquellos otros supuestos que indique una norma 
reglamentaria. 

 
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto 

inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus 
actividades o de las personas que las desempeñen. 

 
Asimismo, no se podrán interrumpir por más de tres meses, salvo que la 

interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él 
dependientes, o sea debida a dificultades en la cooperación administrativa 
internacional. En el supuesto de que se den las circunstancias o motivos 
expuestos en la ampliación del plazo de las actuaciones inspectoras, el plazo 
de interrupción no podrá superar los cinco meses. Las comprobaciones 
efectuadas en una actuación inspectora tendrán el carácter de antecedente 
para las sucesivas.” 
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CAPÍTULO IV 

 
 Modificaciones del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y 

Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto 

 
Artículo 5. Comunicación empresarial de datos, certificaciones y declaraciones 
fuera de plazo. 
 
Se modifica el apartado 4 del artículo 21 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 “4. No facilitar o comunicar fuera de plazo a las entidades 
correspondientes los datos, certificaciones y declaraciones que estén obligados 
a proporcionar, u omitirlos, o consignarlos inexactamente.” 
 
Artículo 6. Variaciones de datos en los convenios de asociación. 
 
Se modifica el apartado 5 del artículo 21 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 “5. No comunicar a la entidad correspondiente cualquier cambio en los 
documentos de asociación o de adhesión para la cobertura de las 
contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, o en su 
caso, para las contingencias comunes.” 
 
Artículo 7. Falta de cotización.  
 
Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 22 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 “3. No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de 
la Seguridad Social o no efectuar el ingreso en la cuantía debida, habiendo 
presentado los documentos de cotización, siempre que la falta de ingreso no 
obedezca a una declaración concursal de la empresa, ni a un supuesto de 
fuerza mayor, ni se haya solicitado aplazamiento para el pago de las cuotas 
con carácter previo al inicio de la actuación inspectora.”  
 
Dos. Se modifica el apartado 1.b) del artículo 23 del Texto Refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 “b) No ingresar, en el plazo y formas reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de 
la Seguridad Social, no habiendo presentado los documentos de cotización ni 
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utilizado los sistemas de presentación por medios informáticos, electrónicos o 
telemáticos, así como retener indebidamente, no ingresándola dentro de plazo, 
la parte de cuota de Seguridad Social descontada a sus trabajadores o efectuar 
descuentos superiores a los legalmente establecidos, no ingresándolos en el 
plazo reglamentario.” 

 
Artículo 8. Reducciones en cotizaciones por accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales. 
 
Uno. Se modifica el apartado 10 del artículo 22 del Texto Refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“10. Obtener o disfrutar indebidamente cualquier tipo de reducciones, 
bonificaciones o incentivos en relación con el importe de las cuotas sociales 
que corresponda, entendiendo producida una infracción por cada trabajador 
afectado, salvo que se trate de bonificaciones en materia de formación continua 
y reducciones de las cotizaciones por contingencias profesionales a las 
empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención 
de la siniestralidad laboral, en que se entenderá producida una infracción por 
empresa.” 
 
Dos. Se modifica el apartado 1.f) del artículo 23 del Texto Refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“f) Efectuar declaraciones o consignar datos falsos o inexactos en los 
documentos de cotización, o en cualquier otro documento, que ocasionen 
deducciones o compensaciones fraudulentas en las cuotas a satisfacer a la 
Seguridad Social, o incentivos relacionados con las mismas.” 
 
Artículo 9. Salarios de tramitación y vacaciones.   
 
Se introduce un nuevo apartado 13 en el artículo 22  del Texto Refundido de la 
Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la 
siguiente forma: 
 

“13. No proceder dentro del plazo reglamentario al alta y cotización por 
los salarios de tramitación y por las vacaciones devengadas y no disfrutadas. A 
estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores 
afectados.” 
 
Artículo 10. Solicitantes de prestaciones de Seguridad Social.   
 
Se modifica el primer párrafo del apartado 2 del artículo 23 del Texto Refundido 
de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la 
siguiente forma: 
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“En el supuesto de infracciones muy graves, se entenderá que el 
empresario incurre en una infracción por cada uno de los trabajadores que 
hayan solicitado, obtenido o disfruten fraudulentamente de las prestaciones de 
Seguridad Social.” 

 
Artículo 11. Conductas constitutivas de delito. 
 
Uno. Se modifica el primer párrafo del artículo 22 del Texto Refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
 “Se consideran infracciones graves, sin perjuicio de que las conductas 
señaladas en los apartados siguientes pudieran ser constitutivas de ilícito 
penal, en cuyo caso se procedería en la forma prevista en el artículo 3 de esta 
Ley, las siguientes: “ 
 
Dos. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 23 del Texto Refundido de 
la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la 
siguiente forma: 

 
“En el supuesto de que dichas infracciones pudieran ser constitutivas de 

de ilícito penal, se procederá en la forma prevista en el artículo 3 de esta Ley.” 
 

Tres. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 26 del Texto Refundido 
de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la 
siguiente forma: 

 
“En el supuesto de que dichas infracciones pudieran ser constitutivas de 

de ilícito penal, se procederá en la forma prevista en el artículo 3 de esta Ley.” 
 
Artículo 12. Criterios de graduación de las sanciones. 
 
Se introduce un segundo párrafo en el apartado 2 del artículo 39 del Texto 
Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de 
la siguiente forma: 
 

“2. Calificadas las infracciones, en la forma dispuesta por esta Ley, las 
sanciones se graduarán en atención a la negligencia e intencionalidad del 
sujeto infractor, fraude o connivencia, incumplimiento de las advertencias 
previas y requerimientos de la Inspección, cifra de negocios de la empresa, 
número de trabajadores o de beneficiarios afectados en su caso, perjuicio 
causado y cantidad defraudada, como circunstancias que puedan agravar o 
atenuar la graduación a aplicar a la infracción cometida. 

No obstante lo anterior, cuando se trate de infracciones tipificadas en los 
artículos 22.3 y 23.1.b), la sanción se impondrá en grado mínimo cuando la 
cuantía no ingresada, incluyendo recargos e intereses, no supere los 10.000 
euros, en su grado medio cuando dicha cuantía esté comprendida entre 10.001 
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y 25.000 euros, y en su grado máximo cuando sea superior a los 25.001 euros, 
sin perjuicio de que los hechos pudieran ser constitutivos de delito, supuesto en 
que se procederá en la forma prevista en el artículo 3 de esta Ley.” 
 
Artículo 13. Cuantía de las sanciones. 
 
Uno. Se introduce un último párrafo en el apartado 1.e) del artículo 40 del Texto 
Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

 
“e) Las infracciones señaladas en los artículos 22.2, 23.1.a) se 

sancionarán: 
 

1. La infracción grave del artículo 22.2 se sancionará con la 
multa siguiente: en su grado mínimo, de 3.126 a 6.250 euros; en su 
grado medio, de 6.251 a 8.000 euros y, en su grado máximo, de 8.001 a 
10.000 euros. 

2. La infracción muy grave del artículo 23.1.a) se sancionará 
con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 10.001 a 25.000 euros; 
en su grado medio, de 25.001 a 100.005 euros y, en su grado máximo, 
de 100.006 a 187.515 euros. 
 
No obstante, cuando se trate de las infracciones a las que se refiere este 

apartado que afecten a más de un trabajador, la cuantía de la sanción que 
corresponda, graduada conforme a los criterios contenidos en el artículo 39.2, 
se incrementará en: 

 
- Un 20% en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes. 
- Un 30% en cada infracción cuando se trate de tres trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes. 
- Un 40% en cada infracción cuando se trate de cuatro trabajadores, 
beneficiarios o solicitantes. 
- Un 50%  en cada infracción cuando se trate de cinco o más 
trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 

 
 En ningún caso, la cuantía correspondiente a la infracción prevista en el 
art. 22.2 podrá exceder de 10.000 euros, ni la prevista en el art. 23.1.a) podrá 
exceder de 187.515 euros”. 
 
Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 40 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“3. Las sanciones en materia de Seguridad Social cuando se deriven de 
actas de infracción y liquidación que se refieran a los mismos hechos y se 
practiquen simultáneamente, se reducirán automáticamente al 50 por 100 de su 
cuantía si el sujeto infractor manifiesta su conformidad con la liquidación 
practicada, ingresando su importe en el plazo procedente. Esta reducción 
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automática sólo podrá aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la 
liquidación supere la de la sanción propuesta inicialmente.” 
 
Artículo 14. Sanciones accesorias a los empresarios. 
 
Se modifica el artículo 46 del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“Artículo 46. Sanciones accesorias a los empresarios.  
 
1. Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 40.1 y, salvo 

lo establecido en el artículo 46 bis de esta Ley, los empresarios que hayan 
cometido la infracción grave prevista en el artículo 15.3 o las infracciones muy 
graves, tipificadas en los artículos 16 y 23 de esta Ley, en materia de empleo y 
protección por desempleo: 

 
a) Perderán en su caso, a propuesta del funcionario actuante de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y de forma proporcional, las ayudas, 
bonificaciones y, en general, los beneficios derivados de la aplicación de los 
programas de empleo, con efectos desde la fecha en que se cometió la 
infracción. 

 
b) Podrán ser excluidos del acceso a tales beneficios por un período 

máximo de dos años. 
 
La pérdida y exclusión de ayudas, bonificaciones y beneficios queda 

referida al código de cuenta de cotización en el que se haya producido la 
infracción. 

 
c) En los supuestos previstos en los apartados 3 y 4 del artículo 16, 

quedan obligados, en todo caso, a la devolución de las cantidades obtenidas 
indebidamente y las no aplicadas o aplicadas incorrectamente. 

 
2. Cuando la conducta del empresario dé lugar a la aplicación del tipo 

previsto en el artículo 22.2, con independencia del número de trabajadores 
afectados, se aplicarán las medidas previstas en las letras a) y b) del apartado 
anterior, si bien el plazo de exclusión previsto en la letra b) podrá ser de un 
año. 

En caso de reiteración de la conducta tipificada en el artículo 22.2, el 
plazo de exclusión podrá ampliarse a dos años. Se producirá la reiteración 
cuando entre la comisión de dicha infracción y la anterior no hayan transcurrido 
más de 365 días. A estos efectos, no tendrá la consideración de reiteración la 
conducta empresarial que dé lugar a una pluralidad de infracciones por afectar 
a más de un trabajador. 

 
3. Como criterios de graduación se aplicarán los contenidos en el 

artículo 39.2 de esta Ley.” 
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Artículo 15. Responsabilidades empresariales. 
 
Se modifica el artículo 46 bis del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“Artículo 46 bis. Responsabilidades empresariales específicas.  
 
1. Los empresarios que hayan cometido las infracciones muy graves 

tipificadas en los apartados 12, 13 y 13 bis) del artículo 8 y en el apartado 2 del 
artículo 16 de esta Ley serán sancionados, sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 1 del artículo 40, con las siguientes sanciones accesorias: 

 
a) Pérdida, en su caso, a propuesta del funcionario actuante de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y de forma proporcional, de las 
ayudas, bonificaciones y, en general, de los beneficios derivados de la 
aplicación de los programas de empleo, con efectos desde la fecha en que se 
cometió la infracción.  

 
b) Podrán ser excluidos del acceso a tales beneficios durante seis 

meses. 
 
La pérdida y exclusión de ayudas, bonificaciones y beneficios queda 

referida al código de cuenta de cotización en el que se haya producido la 
infracción. 

 
2. No obstante lo anterior, en el caso de las infracciones muy graves 

tipificadas en el apartado 12 del artículo 8 y en el apartado 2 del artículo 16 de 
esta Ley referidas a los supuestos de discriminación directa o indirecta por 
razón de sexo, las sanciones accesorias a las que se refiere el apartado 
anterior podrán ser sustituidas por la elaboración y aplicación de un plan de 
igualdad en la empresa, si así se determina por la autoridad laboral competente 
previa solicitud de la empresa e informe preceptivo de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, en los términos que se establezcan reglamentariamente, 
suspendiéndose el plazo de prescripción de dichas sanciones accesorias. 

 
En el supuesto de que no se elabore o no se aplique el plan de igualdad 

o se haga incumpliendo manifiestamente los términos establecidos en la 
resolución de la autoridad laboral, ésta, a propuesta de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de la imposición de la sanción que 
corresponda por la comisión de la infracción tipificada en el apartado 17 del 
artículo 8, dejará sin efecto la sustitución de las sanciones accesorias, que se 
aplicarán de la siguiente forma: 

 
a) La pérdida, en su caso, a propuesta del funcionario actuante de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y de forma proporcional de las 
ayudas, bonificaciones y beneficios a la que se refiere la letra a) del apartado 
anterior se aplicará con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción; 
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b) La exclusión del acceso a tales beneficios podrá ser durante seis 
meses a contar desde la fecha de la resolución de la autoridad laboral por la 
que se acuerda dejar sin efecto la suspensión y aplicar las sanciones 
accesorias. 

 
La pérdida y exclusión de ayudas, bonificaciones y beneficios queda 

referida al código de cuenta de cotización en el que se haya producido la 
infracción. 

 
3. Como criterios de graduación se aplicarán los contenidos en el 

artículo 39.2 de esta Ley.” 
 
Artículo 16. Competencias sancionadoras. 
 
Se modifica el apartado 1 del artículo 48 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“1. La competencia para sancionar las infracciones en el orden social, en 
el ámbito de la Administración General del Estado, corresponde, a propuesta 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a la autoridad competente a 
nivel provincial, hasta 31.000 euros; al Director General competente, hasta 
62.500 euros; al Ministro de Empleo y Seguridad Social hasta 125.000 euros y 
al Consejo de Ministros, a propuesta del de Empleo y Seguridad Social, a partir 
de 125.001 euros.” 
 
 
Disposición transitoria única. Régimen aplicable a las actuaciones 
inspectoras. 
 
Tanto las actuaciones de inspección como los procedimientos sancionadores 
iniciados con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley se regirán 
por la normativa vigente en el momento del inicio de cada uno de ellos. 
 
 
Disposición derogatoria única. Alcance de la derogación normativa. 
 
1. Se deroga el apartado 9 del artículo 22 del Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. 

 
2. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o 
se opongan a lo dispuesto en esta Ley. 
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Disposición final primera. Modificación del Reglamento General sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden 
social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo. 

 
Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento General sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden 
social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo: 
 
Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 8, que queda redactado de la 
siguiente forma: 
 

“2. Tales actuaciones comprobatorias no se dilatarán por espacio de 
más de nueve meses salvo que la dilación sea imputable al sujeto a inspección 
o a las personas dependientes del mismo,  o sea debida a dificultades en la 
cooperación administrativa internacional. No obstante, podrá ampliarse por otro 
periodo que no excederá de nueve meses, cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 

 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial 

dificultad y complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al 
volumen de operaciones de la persona o de la entidad o por la 
dispersión geográfica de sus actividades. 

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el 
sujeto inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna 
de sus actividades o de las personas que las desempeñen. 
 
Asimismo, no se podrán interrumpir por más de tres meses, salvo que la 

interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él 
dependientes, o sea debida a dificultades en la cooperación administrativa 
internacional. En el supuesto de que se den las circunstancias o motivos 
expuestos en la ampliación del plazo de las actuaciones inspectoras, el plazo 
de interrupción no podrá superar los cinco meses.  

 
Si se incumplen los plazos a que se refieren los párrafos anteriores, no 

se interrumpirá el cómputo de la prescripción y decaerá la posibilidad de 
extender acta de infracción o de liquidación, como consecuencia de tales 
actuaciones previas, sin perjuicio de la eventual responsabilidad en la que 
pudieran haber incurrido los funcionarios actuantes.” 
 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 34, que queda redactado de la 
siguiente forma: 
 

“2. Si el sujeto infractor diese su conformidad a la liquidación practicada, 
mediante el ingreso de su importe en el plazo establecido en el artículo 31.3 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y, en su caso, en el 
señalado en el artículo 33.1, párrafo tercero, de este Reglamento, las 
sanciones por infracción por los mismos hechos se reducirán automáticamente 
al 50 por 100 de su cuantía. Esta reducción automática sólo podrá aplicarse en 
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el supuesto de que la cuantía de la liquidación supere la de la sanción 
propuesta inicialmente.” 

 
Disposición final segunda. Modificación del Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero. 
 
Se modifica el artículo 17 del Reglamento de Organización y Funcionamiento 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
138/2000, de 4 de febrero, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“Artículo 17. Duración de las actuaciones. 
 
1. Las actuaciones comprobatorias de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social a un mismo sujeto no podrán dilatarse por un tiempo superior 
a nueve meses continuados, salvo dilaciones imputables al sujeto 
inspeccionado o a personas dependientes del mismo, o sea debida a 
dificultades en la cooperación administrativa internacional. No obstante, podrá 
ampliarse, con el alcance y requisitos que se indican a posteriori, por otro 
periodo que no excederá de nueve meses, cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 

 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y 
complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al volumen de 
operaciones de la persona o de la entidad o por la dispersión geográfica 
de sus actividades.  
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto 
inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus 
actividades o de las personas que las desempeñen. 
 
Todo ello conforme al artículo 14 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, 

Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Para la ampliación del plazo de actuaciones inspectoras, con arreglo al 

artículo 14.2.a) de la Ley 42/1997 se entenderán como supuestos de especial 
dificultad y complejidad: 

 
a) Cuando por el volumen de documentación a analizar, y el 

número de las personas que deben ser investigadas o entrevistadas así 
lo requieran. 

b) Cuando se esté ante un grupo de empresas vinculadas entre sí 
y sea preciso realizar actuaciones sobre las diversas empresas que 
componen dicho grupo o estructura empresarial, o ante supuestos de 
sucesión de empresa. 

c) Cuando se trate de hechos, actos, elementos, actividades, 
explotaciones y otras circunstancias que se lleven a cabo fuera del 
territorio donde radique el órgano actuante, y le exija a éste la 
realización de actuaciones de comprobación fuera de dicho ámbito 
territorial. 
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d) Por el incumplimiento de las obligaciones laborales, fiscales, 
contables, registrales o de seguridad social, o por la desaparición o falta 
de los libros o registros que supongan una mayor dificultad de 
comprobación e investigación. 

e) Cuando se lleven a cabo actuaciones e investigaciones a 
sujetos responsables de obligaciones laborales o de seguridad social 
basadas en su posible intervención en redes, tramas o actuaciones 
tendentes a la defraudación al Sistema de la Seguridad Social, en aras a 
la obtención de bonificaciones, subvenciones, prestaciones o simulación 
de la relación laboral. 

f) Cuando en la comprobación se constate la presencia de 
empresas que están vinculadas entre sí y que participen en la 
producción, ejecución o distribución de un determinado bien o servicio, 
teniendo presente que la actuación inspectora se dirige a la 
comprobación de las distintas fases que intervienen en la producción, 
ejecución o distribución. 
 
En la ampliación del plazo del supuesto contemplado en el artículo 14.2. 

b) de la Ley 42/1997, se entenderá que el sujeto inspeccionado ha obstruido u 
ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las personas que 
las desempeñen, en el supuesto de que no se hayan declarado a la 
Administración Laboral o de la Seguridad Social competente o que éstas sean 
distintas a las declaradas por aquél. 

 
2. En el caso de que se estime concurre alguna circunstancia que 

justifique la ampliación en la duración de la actuación inspectora previa al 
procedimiento sancionador, será el Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo 
y Seguridad Social, o el equivalente en aquellas Comunidades Autónomas que 
hayan recibido un traspaso parcial de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y una vez que hayan transcurrido cuatro meses desde el inicio de las 
actuaciones de inspección, el que notificará al sujeto objeto de inspección y le 
otorgará un plazo de quince días desde la notificación de la apertura de dicho 
plazo, para que efectué, si lo estima pertinente, las alegaciones oportunas. 
Tras ello, se notificará al sujeto investigado la ampliación del plazo, no 
cabiendo recurso alguno contra dicho acto, todo ello sin perjuicio de que pueda 
ser alegado y expuesto en los recursos y alegaciones, tanto en vía 
administrativa o judicial que procedan con posterioridad. 

 
En la notificación se indicará el periodo de tiempo por el que se amplía el 

plazo, que no podrá exceder de nueve meses, y deberá motivarse 
adecuadamente la razón para la autorización de dicha ampliación del plazo. 

 
3. Para el cómputo del plazo de nueve meses o dieciocho meses a que 

se refiere el apartado anterior se aplicarán las reglas siguientes: 
 

a) Cuando la actuación se inicie mediante visita a centro o lugar 
de trabajo, el cómputo se iniciará a partir de la fecha de la primera visita 
efectuada, según diligencia extendida en el Libro de Visitas. 

b) Si la actuación comienza por requerimiento de comparecencia, 
el cómputo se iniciará desde la fecha de la efectiva comparecencia del 
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sujeto obligado requerido con aportación, en su caso, de la totalidad de 
la documentación requerida, con trascendencia en la actuación 
inspectora, circunstancia que se reseñará en el Libro de Visitas. 

c) Si iniciada visita de inspección a un centro o lugar de trabajo 
no fuese posible concluir la comprobación por falta de aportación de los 
antecedentes necesarios, o por ausencia o negativa a declarar de 
persona afectada por las comprobaciones, el funcionario actuante podrá 
requerir en la forma dispuesta en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 
15 de este Reglamento, en cuyo caso el cómputo se iniciará desde el 
momento de la comparecencia en las condiciones señaladas en el 
párrafo anterior. 
 
4. Las actuaciones comprobatorias seguidas a un mismo sujeto, una vez 

iniciadas, no podrán interrumpirse por tiempo superior a tres meses, salvo que 
la interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él 
dependientes, o sea debida a dificultades en la cooperación administrativa 
internacional. En el supuesto de que se den las circunstancias o motivos 
expuestos en la ampliación del plazo de las actuaciones inspectoras, el plazo 
de interrupción no podrá superar los cinco meses. 

 
5. Con independencia de su duración y modalidades aplicadas, las 

comprobaciones sobre el sujeto inspeccionado correspondientes a una 
actuación inspectora se consignarán mediante diligencia en el Libro de Visitas, 
cuya copia obrará en los archivos de la Inspección, y tendrán el carácter de 
antecedente para sucesivas actuaciones que se realicen al mismo sujeto.” 
 
Disposición final tercera. Modificación del Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de 
trabajadores en la Seguridad Social,  aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero. 
 
Se introduce un nuevo apartado 3º y se renumera y modifica el actual apartado 
3º, que pasa a numerarse como 4º, en el artículo 20 del Reglamento General 
sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos 
de trabajadores en la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, 
de 26 de enero, quedando redactados de la siguiente manera: 
 

“3. Cuando, por los mismos procedimientos y cauces previstos en las 
apartados precedentes, la Tesorería General tuviese conocimiento de la 
inscripción de empresas carentes de actividad y sin reunir los requisitos para 
estar inscritas en el correspondiente régimen de Seguridad Social procederá de 
oficio a dejar sin efecto la inscripción efectuada, sin perjuicio de las actuaciones 
procedentes en orden al inicio de las actuaciones sancionadoras o penales si 
fueran procedentes. 

 
4. Las actuaciones y anotaciones a que se refieren los apartados 

anteriores surtirán efectos desde el mismo día en que se haya llevado a cabo la 
actuación inspectora o se hayan recibido los datos o los documentos que 
acrediten la extinción, el cese o la baja de los trabajadores, o la inexistencia de 
la actividad empresarial. No obstante, los interesados podrán demostrar que 
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tales hechos han tenido lugar en otra fecha, desde la que surtirán los efectos 
que procedan, estándose en cuanto a las bajas a lo dispuesto en el apartado 2 
del artículo 35 de este Reglamento.” 
 
Disposición final cuarta. Modificación del Reglamento Hipotecario, aprobado 
por el Decreto de 14 de febrero de 1947. 
 
Se modifica el artículo 92 del Reglamento Hipotecario, aprobado por el Decreto 
de 14 de febrero de 1947, que queda redactado de la siguiente forma: 
 

“Cuando el régimen económico matrimonial del adquirente o adquirentes 
casados estuviese sometido a la legislación extranjera, la inscripción se 
practicará a favor de aquél o aquéllos con indicación del régimen económico-
matrimonial que les es aplicable o, en su caso, con indicación del régimen de 
titularidad que el adquirente o adquirentes ostentan sobre el bien objeto de 
inscripción.”  
 
Disposición final quinta. Fundamento constitucional. 
 
Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª, 17.ª y 
18.ª de la Constitución, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre 
las materias de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos 
de las Comunidades Autónomas, y de legislación básica y régimen económico 
de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las 
Comunidades Autónomas, y del procedimiento administrativo común, 
respectivamente. 
 
Disposición final sexta. Facultades de desarrollo. 
 
1. Se autoriza al Gobierno y a la Ministra de Empleo y Seguridad Social, en el 
ámbito de sus competencias, a dictar las disposiciones que sean precisas para 
el desarrollo y ejecución de lo establecido en esta Ley. 
 
2. El Gobierno podrá modificar, mediante Real Decreto, lo establecido en las 
disposiciones finales primera a cuarta de esta Ley. 
 
Disposición final séptima. Entrada en vigor. 
 
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado. 
 


